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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 23 de enero de 2020. 

 El señor Carlos Erazo Santana (Recurrente), en su recurso de 

revisión judicial, nos solicitó intervenir en el reclamo de servicios de 

optometría y adquisición de espejuelos que había presentado ante 

el Departamento de Corrección y Rehabilitación.  Del mismo modo, 

puntualizó la falta de diligencia por parte de esta agencia en 

solucionarle su alegado problema de salud visual, pues al día de hoy 

esta no se ha expresado en relación a su queja.   

Ahora bien, a pesar de estar conscientes de la importancia del 

asunto que le aqueja al aquí compareciente, estamos llamados a 

desestimar la causa de epígrafe, por carecer en estos momentos de 

jurisdicción.1  Ello ante la inexistencia de una determinación final 

por parte del Departamento de Corrección y Rehabilitación con 

relación a la Solicitud de Remedio Administrativo del Recurrente.   

 
1 Como se sabe, los tribunales debemos ser fieles guardianes de nuestra 

jurisdicción.  Ante este deber inalienable, las controversias que giran en torno a 

esta situación las debemos resolverse con prelación y preferencia, aunque las 
partes no nos lo planteen; es decir, motu proprio. García v. Hormigonera 
Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 (2007); A.A.A. v. Unión Abo. A.A.A., 158 DPR 273, 

279 (2002); Sánchez et al. v. Srio. de Justicia et al., 157 DPR 360, 369 (2002); 

Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 155 DPR 309, 332 (2001). 
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Recordemos que este foro intermedio fue creado con el 

propósito de revisar las determinaciones que efectúa el Tribunal de 

Primera Instancia, así como las resoluciones finales de las agencias 

administrativas por conducto de la presentación de los recursos de 

apelación, certiorari y revisión judicial respectivamente.  Art. 4.006 

de la Ley Núm. 201—2003, según enmendada, mejor conocida como 

la Ley de la Judicatura del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de 

2003, 4 LPRA secs. 24y.  Por lo tanto, es claro que—en materia de 

derecho administrativo— nuestra autoridad se activa con la emisión 

y notificación de una decisión final de la agencia.   

En el presente caso, el propio Recurrente admitió que el 

Departamento de Corrección y Rehabilitación aún no se había 

expresado con relación a su solicitud de remedio administrativo.  

Consecuentemente, la ausencia de una determinación final no solo 

implica la prematuridad del recurso de revisión judicial instado,2 

sino también la falta de jurisdicción de esta Curia para poder 

intervenir y disponer del planteamiento del aquí compareciente.  

Ahora bien, nuestra decisión no nos impide exhortar al 

Departamento de Corrección y Rehabilitación a disponer con 

celeridad —si aún no lo ha hecho— de la Solicitud de Remedio 

Administrativo que presentó el Recurrente, toda vez que la misma 

versa sobre un reclamo relacionado a un asunto de salud que debe 

 
2 Según ha expresado nuestro más alto foro, un recurso prematuro es: 

[…] aquél presentado en la secretaría de un tribunal apelativo antes 
de que éste tenga jurisdicción.  [Cita omitida] 

Una apelación o un recurso prematuro, al igual que uno tardío, 

adolece del grave e insubsanable defecto de la falta de jurisdicción.  

Como tal, su presentación carece de eficacia y no produce ningún 
efecto jurídico, pues en ese momento o instante en el tiempo (punctum 
temporis) no ha nacido autoridad judicial o administrativa alguna para 
acogerlo; menos, para conservarlo con el propósito de luego reactivarlo 
en virtud de una moción informativa.  Ello explica la exigencia y 

necesidad de presentar una nueva apelación o recurso (con su apéndice) 
y efectuar su notificación dentro del término jurisdiccional.  Pueblo v. 
Santana Rodríguez, 148 DPR 400, 402 (1999).  (Véase también, 

Rodríguez v. Zegarra, 150 DPR 649, 654 (2000)). 
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ser atendido y resuelto de forma diligente.  Ello ante el deber del 

Departamento de proveer servicios médicos para su población 

correccional, por estos tener derecho a recibir un trato digno y 

humanitario.  Plan de Reorganización del Departamento de 

Corrección y Rehabilitación de 2011, 3 LPRA Ap. XVIII, Art. 7(g) y 

9(a).   

Por las consideraciones que preceden, desestimamos la causa 

de epígrafe por falta de jurisdicción.  Regla 83(B)(1) y (C) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

83(B)(1) y (C).   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


